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A) 1’LASTEAJllESlW 

A veces, los hechos clue la vida practica somete a nuestra con- 
sideración profesional, plantean problemas cuya existencia y tras- 
ccndencia no hubieramos quisíLb; prwntido. 

Así no deja de producir extrafieza que mientras en la jurisdic- 
cion penal ordinaria la presencia como actor civil del perjudicado 
cn SU inter& particular por el delito es siempre posible; conforme 
a la normativa de la responsabilidad civil en el C. de J. IL, pri- 
mero en el sumario, después en el plenario y, por último, en la 
vista y fallo de una causa, se investigue y decida sobre tal res- 
ponsabilidad civil nacida de un delito aun de naturaleza comtín, 
sin que en todo el Mmite intervenga ni pueda intervenir como 
parte el perjudicado, victima del daño que al exigirla se trata de 
reparar. 

Se decide sobre la reparación de un daflo cuyo titular, perju- 
dicado, es privado por la Ley militar, sin paliativo alguno, RI meuos 
aparentemente, de la acci6n procesal que ,prescindiendo en este 
momento de cual sea su naturaleza, garantisa en el 6ltimo tran- 
ce, en el de ser violado, la eficacia del derecho, y que parece debe 
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Aras0 pudiew peiisn rw. c’oii ~wneiitarist~~ tau :lUtOriZiltlO corno 
Qr EIIOI.. que annte la :tUWllCiiL total tle preceptos aclaratorios en 
el C. de .T. M., de su art. 2 03, sobre a qni6n debe declararse res- 
ponsable civil, cn los supuestos qiie considerat ha de iIcudirse. ron 
carltcter supletorio, al 20 (le1 C. 1’. 0. que. despu& dr precepto 
análogo, seík~lx deben ser civilmente cnndenndos VIL cada uno de 
tales snpuwtns : 1 .O Ids guardadores tlel cmijenatlo, rntwor y sortlo- 
muda, al no rniistar que no liulbo por su parte culpa ni negligen- 
cia, y S~ll~sitli;~~iilInt~ntt~ tilles inimlmt;&les. 2.” Las pcrsollas en Cuy0 
yO favor w hayi pwcnvirlo ~11 mill : J- 3.” LoS causantes clel miedo, 
y s~lhsidi;l~iam<~lltt~. PII ~lefecio tlv ellos, los quch hultieren ejerutudo 
el hecho. 

Cicrtnmt~ntc que en tales reglas del art. 30 del C. P. O., late 
un iutlisvutiljic~ r<*lltidO de jllStici;l. Pero aplicánitolns nubsirliaria 
y complt~mentariumente en el procedimiento penal militar, como 
Q.IXROI, pretende. con razones a las que ,pudiern agregarse, cualido 
se peraigau delitos comunes, lo dispuesto en el C. de J. M., art. 257, 
p6rri~fo 1.” (aplicación de las normas del C. P. 0.1 y aun el p& 
rlxfo L!,“, nou encontramos ante otro grave iuconvenieute. A uaher: 
;Cómo w puede condenar IL tales fiuardudores, al favorecido por el 
estado de necesidad, ni al supuesto causante del miedo insupem- 
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ble, si, como es JJJU~ probable, no han sido acusados, partes, ni 
oída NJ defenna en el prowdimiento? 

He aquí lo que motirn nuestraa consideraciones: Rl CMigo de 

Justicia Militar por su art. 3X%, permite, en hipotesis al menos, 
defendida por autorizadte criterios. la condena en concepto de 
rcsponsxble civil a personas que no tienen la consideración ni tra- 
to de partes, y ademas que el Tribunal militar declare, y declara 
de hecho continuamente, responsabilidades civiles o resarcimien- 
tos a favor de perjudicados que tampoco son ni pueden ser parte 
legitima en el procedimiento. 

lC;n suma: en el procedimieJJt0 penal militar, wgUn lil comunis 

opinio, puede discutirse y aun resolverse sobre la exiwtencia y 
cuantía de JwpoJJsahilidades civiles sin intervenck’m de los per- 
judicados aCJ’wdores, ni de 10~ deudores responsables a quitnce 
afecte, ya que ni UJJOs ni otros pueden ejercitar acciones? compa- 
recer ni actuar wnJo parte. ni ser siquiera oídos como tales. 

Con carácter previo al estudio de la legislación militar, se nos 
hace preciso sellalar y considerar 108 principios doctrinales y nor- 
mas de nuestro sistema jurídico que, por su carácter general o 
subsidiario, dehan ser tenidos en cuenta al ahon;Jr la dificultad 
propuesta. 

Prrtwindiendo, por ahora, de In mayor o menor corrección ter- 
minolbgica que pudiera atribuirse a la traRe que comprende este 
apartado, la hemos escogido por BU grafir+mo, ‘por ser la usada 
comúnmente en el foro y la m8s adecuada al art. 100 de la ley 
de Enjuiciamiento criminal, según el cual: “De todo delito o falta 
%actY’ accibn penal para el castigo del culpable, y puede nacer 
también acción civil para la restitución de la rosa’ la reparación 
del dafio p la indemnización de perjuicioe caunadoe por el hecho 
punible”. 
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Ciertamente tal aserto viene a 8er la réplica ~proceaal al pre- 
cepto contenido en el art. 18 del C. P. 0. de que “toda la persona 
reponsable criminalmente de un delito o falta lo es tambibn ci- 
vilmente”. 

“El delito, aclara PUIG PlaNa, produce efectivamente do8 ma- 
les: WI mal social y UIL mal i~~dioidual. El daño social se intenta 
reparar mediante la imposici6n de la pena; el dafio individual 
mediante la indemnizacibn de carhcter civil. Las dos reunidas 
restauran todo el órden jurídico perturbado.” 

Consecuentemente define la wsponsabilidad civil como “la obli- 
gación que compete al delincuente o a determinada persona rela- 
cionada con el mi,smo, de indemnizar a la víctima del delito de 
los daños y perjuicios sufridos con ocasión del hecho punible”. 

Para Qcrs~00 “la ,pena no es la gola consecuencia jurídica de 
la infracción criminal, la cual produce 8 veces, no siempre, nece 
rariamente un da5o económicamente v‘alorable, a cuya satisfac- 
c*i¿m provee la llamada de responsabilidad civil dimanante de de- 
lito”. ï sefiala que contrariamente a la eeparación mantenida ri- 
gurosamente por la mayoria de los ordenamientos extranjeros, en 
el espafiol, y esta es una de sus más señaladau característicaz, en 
lo sustantivo y en lo proce5a1, la infracción lleva consigo tan 
ineluctablemente en principio como la propia pena, la exigencia de 
lesponsabilidadeo civiles en el mismo proceso criminal. 1’ si bien 
ealima atinada la apreciación de &r.va ~WFX.UNO, a la que decrpuée 
aludiremos. de que dicha responsabilidad ku?a un instituto de in- 
tlubitatlo origen privatinta, estinnt que **ltw razones de oportuni- 
dad son poderosas para que, aun con daño en la lógica abstracta 
se pretirrn el rsistema español”. 

Por lo expuesto se comprende que la responsabilidad civil de- 
rivada o nncida del delito, ae uos presenta prima fa& camo ine- 
titu&&& intermedia, indefinida o de doble cara., que si de un lado 
anira y nace como wneeouencia y relacionada con el delito, que 
paree? proporcionarla miento e implicarla hondamente en el De- 
do penal, de otro lado, al referirse a interese8 particularea, 
.»aira y ae orienta plenamente al Derecho privado o civil que por 
eilo la califica. 

AC;IYO, como afirma SILVA XisLEHO, “el problema de la respon- 
sabilidad civil en el Derecho penal, independientemente de ser 
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cuestión en que se pone de relieve la conexión, interferencia y re- 
lación entre las distintas ramas jurídicas, pone a debate proble- 
mas de la mayor impwtaucia, que precisan ser sistematizados a 
los fines de revisar las soluciones doctrinales y legales, para por 
si es posible evitar mks de una contradicción 0 inconsecuencia”. 

Por lo {Axpuesto, no es de cxtrafiar la abundante bibliwrafía 
sobre el particular ~II los illtimcw tiwijw4. y sí lo es firundemente 
que a pesar de ello prevalezca aún la falta de unidad eu gran 
parte de la doctrina y la mas genuina anarquía en el Derecho le- 
gislado, tanto si comparamos distintos ordenamientos jurídicos 
nacionales, coiiw si estudiamos interiormente ;Ilgunos de rllos. 

Los lbwalist;~s, g:eiiemlluente co11 IJ;IW ~II lar, Códigos rexpecti- 

vos. afirmiln clue Ia I’l’SlJOllS~bilil~ld civil ex ddito, supone el de- 
lito, es Iegítilnu consecuencii3 del mismo y debe tener su trata- 
miento espwitiw WI rl J.krecho 1~~1. como vinculada a él. 

Asi. IY-n; I’k:S.\. tlcspuéö tlr Vitar lax oyinione* de CI,IVEI,T,AHI y 
SILVIA, manteuedorw de que la responxahilitlad civil perteuece 
exclusivamente al Ikrcho privado. porque **eu definitiva wrge del 
deber que toda perwua tiene de resarcir 10x dullort waflionados por 
sus hechos” : rìe limita a asentir con Jrwlwz IN ixsí~~ que ello UO 

ek defendible. ,lwrque. como atlrmaron PYM~ISA y .L~~~rltr:xr-. “la 
acción civil f% tk/ito, wpone el delito, y por eso no #puede menos 
de estar ligada :I Ia acciím penal y al jjerecho penal. en HU ca- 
lidad de reparador del orden público prturbado por el delito”, 
y -concluye- “que tal doctrina eR la sostenida por laa kgieky 
ciones y en igual sentido ae orienta nuestro Derecho patrio”. 

Para QUINTANO, el desarrollo del planteamiento de la coe&ión 
antes aludida le lleva a la conclusión de que “la reqonrrnbilidad 
civil dimanante de delito, consecuencia de éste y, por ende, mate- 
ria del Derecho penal... conserva en muy importantes aspectos su 
naturaleza privatista, singularmente en ao@’ : su rennnciabilidad 
y su carácter ultra personal. Con ello, aI menos deja deatacada 
la naturaleza civilista de tal responsabilidad no tan claramente 
aceptada por los cultivado= de la rama jurídico penal. 
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El criterio de I’I:Ic: PB*.\. no obntante. virne ii Nc’r sostenido 

por la generalidad de los pennliutas espaííoleli rH. TUEIIISA. C. CA- 

tiN, etc.)’ aunrlne evitan un wncrc4o plantcamic~nto y twminante 

conclnrión 

Lns ciriliwttin, por sn parte. ron hw en 1;~ ron4 ruwión del 
delito w wrltitlo :~mplio rle wción :mtijnríclic;t. IIV ~nllw extra- 

COlItrartuñ~ o modernauwntc del acto ilíciro. cl~tiuitltr IHW I%SEI-F- 

ncs (tomo II. ~01. 2.“. pi+g. CtU). ceomn “la wlltllI<-t;l c*lllpo”;l con- 

traria a tlert~ch~, de la cual el ordenamic~nto jurídico tleriva. como 

consecuencia f+ustantiva nn deber de indemnizar”, estudian la ohli- 

gaci6n repnratoria en general. pero nin plantearse cwicretamcnte 

el problema de (ìi la renpon~:~bilitlad caívil n;1&1i1 del delito es 0 

no por Ku natnralez1. íir i7rw cwttlr~~~tlr~. riyil 0 lwn:11. piv:idiì 0 

Iuíhlira. soslayando alí In que no dejn de ser un grave P impor- 

tante problema. (VAL\-FXtJ>E, PIdslol., ~XSFA’EHIIS, etc.) 

El mismo C,~xwalï~~ DE DIEGO, ilenpula de conniderar cómo “en 

Derecho romano. los delitos (refiriéndose R Iris “privados”) pro- 

ducían una doble arcicSn: unal ItAra wstigar al antor del hecho 

(a4tio penae persec/twndae), que consistía en mm pena civil Yer- 

daderu, multa del duplo o cnhdrupo del daño causado. y otra, 

para reclnmfw la cosa misma wnstraída 0 tlentrnidn (wi ~xwfc- 

qu.mda4) “. afirma que hoy la.9 cmxwwnk~ cirilen (Ic1 ddito ItO 

tienen nwla de penal, pues se redncen :I In indemnizariím del dafio 

causado; 6stp da la medida de aqu13lla. En el I)erccho moderno Re 

parte de la idea de que la conwmencia normal de todo, rlrndr PI 

punto de cidtn civil. PR fcnrc rlrrtdn II obligación tic i~rdcmnbn&m 

por el daiio camado”. 

Parece que tan eximio autor estuviera de lleno 0 en muy lmw 
camino de la cine seguidamente calificamos verdadera doctrina, 

pero, sin embargo, ello no es concluyente, por cuanto a continua- 

ción. con referencia 11 IC)R acton II omisioneS ilíciton 0 en que inter- 

venga cualquier g&ero de culpa o ncglig!enci+, aiiade: *‘entre 

elloe debe hacerse una dintinción. Si el hecho ilícito cw constituti- 

vo de delito o falta. entonces la reapowabilidad civil se determi- 

na por lo dispuesto en el Código penal: si no constituye delito o 
falta, entoncerr entra en kh h-bita del Gódiqo ciail”. 

La realidad el, sin embargo! que la responsabilidad civil ea 

delito nunca. en el snpecto suf#tantivo al menofi, sale de la órbita 
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del lkrwho civil en qne por su natur;llrza apaww w~m:~rr;~tla, 
tanto en el aspecto puramente teíbrico como en nnwfr:1 lt~rpislaci~~n 
positiva. 

La wrdadenr dort rina es para nosotros I:I tlefc~nd ida por auto- 
reh de T;III alti1 sipniticilc*iím iit~tiiiil íwmo (‘.~I:SEI.I~VTI J I kl. YFA*- 

CHIn r Sll,v.\ y (hfH.~Stu.~ cMrr los t~piiiíoles. ryirws ,Ilegan n con- 
c4nwiontw que Iios permiten wsolwr 01 cílmnlo de ~liticultndcs y 
anulilY ~1 confnaionismo ahora dominante. 

IA idea. co1110 en tantas OCitsiOllt%. x10 PS Illlt’\‘il y3 ;IIlllt~w wrí;I 

interesante tvmotw wii oI$.ycI~, hsta ti los l)ropkitos de este trn- 
bajo Iwortl:ir que ~II.\~IA Ilnbí:l sostenido l:~ tesis de que la rw- 
ponsabilidad civil pwtenwe esclnnirarnrnt~~ :tI r;~In]lo 11~1 Tkrccl~o 
privado. pues. cn definitiva. tal ohligacii>ll surge’ dtBl deber qne 
toda persona tiene de resarcir los tlafios OC;lSit~Ilildt3S por sns hc- 

chos y, eri ~onwcuencia, que el delito no lwoduw miís efecto 
jnrídico propio que In Iwnii. 

Para C.~rfs~I~.rwI. la wnsitlrracic’>n del dt~lito pow tk relieve 
I:r CoexistcJllciil tl(h lina rt~l;lc*iím jurídica <*iri1 y otra Iwwal. ?- wííala 
que la difrrencia rnlre :lnib:ts. resulta de que así romo la primera 
nace de un precepto restitutorio. de un precepto en su forma mks 
simple, yi que In menor Rarnntía qnr purfle exigirse es la1 géne- 
ro de sancih: l;i otra. la wlncii>n jurídica penal~ 11itce cuando 
tal sanción restitutoria y mínima ha sido superada. agregltndola 
la 3anciím penal. que en vez de car&ter satisfactorio tientn carAc- 
ter aflictiw. I)iw (‘AI:SIQLITII : “lnteiusa romlwwder bien que la 
sanción penal es un mfiximo. no un mínimo jurídico, y, por tanto, 
un elemenlo reforzante no constitutivo de la relación jurfdica”. 

Pera J)w Ywxww, la exigencia primer:i y m.ís funtl:~mcntal 
de Ia justicia, ex la reparaci6n del mal cnuwxln. en cuanto sea 
posible, por quien resulta cnlpal~le del mismo. y de ella se deriva 
la ohl@Gfjn, de rexmrcir el rlako cfw8«tlo. principio qne si es. na- 
turalmente. objeto de aplicación CII t4 campo del Derecho penal, 
sn alcance es mucho rnfis amplio r Idla lo qne el autor llama 
‘<su vecindad natural en el Derecho civil”. 

Para el expresndo antor <‘IU rrprncih rlcl rirrl?o cnrc~nrlo no 
eRtB vinculada esencialmente al conwppto de pena”, y Io que rw- 
cede es que “Ia reparación. cuando de \-erdnderoR y propios de- 
litos w trata,. ha de alcanzar tanto al dañn prodncido n determi- 
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nada persona (daiío civil), como el causado a la sociedad entera 
idafio de carácter público y social)” y “la diferencia que distingue 
el injusto civil de lo injusto peual estriba en que éste no lesiona 
23610 1GS intereses privados, sino que vulnera 0 pone en peligro, 
aàcr#& y también, la seguridad de todo el orden social”. 

DEL VECCHIO admite con C~R~ELUTTI la existencia de (10x clases 
de actoe iltitos o generos ilicitud : “Unos turban menon y otrw 
mGs el orden social; en los primeros basta normalmente con 
la reparación de Indole privada, mientras que en los casos de 
mayor peligro se vale el orden jurídico de aquel medio máiJ enér- 
gico de defensa p reparación en que consiste la pena”. 

Parece, pues, continúa el autor citado, evidente que del delito 
t.rascienden una relación jurídica civil y otra penal, bastando a 
la satisfacción de la primera la reparación del inteás que el deber 
violado representaba, mientraz que la puuibilidad de la accibn, uu 
inclusión en el catalogo de tipos que todo Código penal comprende, 
es el reconocimiento de RU insuficiencia y la necesidad del estable- 
cimiento, además de una pena o sanción penal. 

Atmque, como se alirma, la evolución histórica de las zancio- 
nes haya recorrido un camino inverso a su evolución Xgica, por- 
que 1~8 formaa primitivas de sanción fueron las penas, mientras 
lógicamente ronetituyen el último grado de sancií>n, es indincutible 
que de la acción ilícita antes parece exigida la rerìtauración del 
interés lesionado a su &ado primitivo, que el castigo del culpable. 

Sintetiza y aclara SILVA, para determinar laa relaciones y di- 
ferencias entre la ilicitud civil y la penal, que <‘el concepto de 
ilicitud es único, como única eg la idea del Derecho en general” 
y que tal concepto se encuentra ‘<en conexión tan Intima entre el 
Dcrecbo privado p el penal, que aun en el supuesto de que éste 
actúe, no por eso abandona aqu61 una cuestión que eigue afectan- 
dole de un modo absoluto”, “ ya que? incluso declarada la no Pu 
nibilidad, ausencia de culpabilidad o inexistencia de ilictud Penal, 
el Derecho privado se hace cargo de nuevo del supuesto paza va- 
lorarlo conforme 8 su8 normas; y ello porque Za idea de respon- 

sabilidad civil I~J que d-&varla del acto jurkZic0 ilicito, pero 

scparcindolc GIL absoluto del problema penaI”‘. 

Concluiremos, pues, afirmando de acuerdo con CARNIDLUTM y 
Cht~km~~, que la responsabilidad civil, en CUantO mera obligación 



LA RESPONSABILIDAD CIVIL EN EL CODICO DE JUSTICIA MILITAR 

reparatoria aunque por causa de delito, oto nuce del delito, sino 
rlcl acto u omisión culpable que además, y con independencia de 
su valoración y sanc*iOn civil, “ocurre ser un delito”. T,a sanción 
tivil es un ~wi?cs y la sanción penal un l)oetrriw, según se ha 
;itìrmado. 

-1 aprcto srrstn,rtiL.O.-Ateniéndonos a lo expuesto, podemos afir- 
mar que la f6rmula del ;lrt. 19 del C. P. O., 1itcr;tlnwnte coinci- 
tlivudo con el 202 del C. de 6. JI., según la cual ‘<toda pemona cri- 
minalmentc responsable tic un delito o falta lo es también civil- 
mc nt e”, ademan de que posiblemcnie no es cierta. sino confusa e 
inadecuada. 

Es incierta si. como l~rccc~ ha querido decirse que el reo, ade- 
más de la pena? está o puede estar sometido a sanciones de ca- 
racter civil. Porque rc:~Imntc este gbnero de sanciones son el prius 

tlc la pan nntw aludido. y porque la prkctira nos demuestra cómo 
lales sanciones puedwi subsistir J- subsisteu afin. negada toda pu- 
nihilidad. segfin lo exprwan, por lo pronto, los arts. 20 del C. P. 0. 
y !XlR del C. dc d. JI. 

Pero es el ccaso que T’cn; I’rs?a. i11 razonar SU tesis de ser la 
responsabilidad civil “nacida” del delito de naturaleíru penal. afir- 
ma ser “la sostenida por las legislaciones”, v-? concretamente, “por 
nuestro Derecho patrio”. 

;Será cierto que en el sistema español se haya pretendido y 
conseguido “desnaturalizar” la responsabilidad civil, hasta el pun- 
to de que. contra toda dogmática. se Ix haya convertido en ins- 
titucihn ‘penal? 

A nuest.ro juicio podrá concederse que en la mcns lepklatorid 
existiera tal propósito, pero negamos rotundamente que la dea- 
naturalización se haya conseguido, segtín intentaremos justificar 
con base en los razonamientos siguientes : 

1.O Cita PKIG PHSA (ncrcclro pm2, tomo II, pág. 4063) al 80s 
tener la tesis a que nos referimos, el art. 1.092 del Código civil, 
terminante, se+.$n él, al decir que “las obligaciones que nazcan 
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Pero para OIIHASCJ.~, al que 4.n lo fundamental y g~~wri~l sc~yni- 
mas en el aqwto ahora ronsidwado. (11 “(lllr IilS normas wxtanti- 
vas sobre la ol)lig;l<‘ií)n de rrstitnc%n y rw:lrcimiw~to <IvI <1;1ño 
figurvn i]);ltciillnienlc~. :I~lT~gilIIlOS nosofros 1, vII 181 (3ídig:” In~ll;ll 

ordinario, en natl;l w opone a sn natnraltw jnrídiro privada, styín 
lo corrohora In propia denominncibn legal de res~n)ns:lbilitl;id, 
pues es lo cierto que el mismo art. I.Ok! del Cóclijio civil habla 
de “las obligflciolcvx ~ivil<~fl...“~ rnyo **civiles” elimina I’r.~r. PESA 
en BU rita, y que segíín el art. 117 del C. P. O., literalmente coin- 
cidente von el art. 54 del C!. de J. 31. “Ln rt~sl~~~~s’;~l~ili~lad civil 
nacid:i de 1~ delitos y fallasT w extinguirá del mismo modo qne 
las demls obligaciones: con sujeción a las reglas del Derecho ci- 
vii” ; precepto qne ‘*devuelve, como grBficamentc> dice 111 autor vi- 
tatlo, a la Le)- civil la pclotn. lanzada sin Ia debida jnstifirnción 
por cl art. 1.09i”‘. 

5.“ La dicrpuesto en los arta. 101 al 1Ki clrl (1. P. 0.. y en 
el art. ,W del C. de J. 31. sobre la restitución~ rcparnción 1~ in- 
demnización, no son otra rona que cou~uenci;~ de lo dkpuwto 
con cwáctcr gentwl en materia civil por lrwr nrtn. 318. WI y l.!ME 
del Código viril. a travk de cya aplicacií)u w llegaría al mismo 
fin que aqu4lnf4. 

Más afin, como la restituci6n s:(! hace al tluriío tle ;~c~u~~tl~ wn 
el art. 103, párrafo 3.” en Ion mismos casos en qe podrfa rcivin- 
dicarne. es notorio que la misma se hace aub ~pccic rPit%zdimtioni.~. 

El C. de J. Ji. no tiene un precepto anfilogo al 102, párrafos 
2.’ y 3.‘ del C. P. O., pero, sin embargo, a la misma c*onc*lusión 
nos conduciría la correcta interpretación de los arts. 710 ;r, mAs 
concretamente, cl 726 del C. de J. H., que refiere la entrega de 
las piezas de convicción “a RUS duefios”. 

Son, pnen. de aplicación a la reqonsahilidnd civil nacida de 
delitorì o faltan? como afirma ORBA~.IA, a travbn del art. 117 do1 
C. P. O., los prwrpto8 del C%digo civil relativw R extinción de Iaq 
obligacinrws; n través del 101 las normas ilrsl título SVIT Iihrn TV 
y las que fuera de él, con carkter general, regnlan la efectividad 
y modalidtides de las obligaciones: p! por filtimo, de acuerdo con 
el art. 1fK!, p6rrafo 3.” del C. P. 0.’ la8 normas civiles que deter- 



IA H~POSSABILIDU, CIVIL Eh’ EL CODICO DE JUSTICIA MILITAR 



PEDRO RUBIO TARDIO 

lación italiana, pero aplicable a la española, “el legislador reco- 
noce al lesionado la facultad alternativa de ejercitar la acción 
civil ante el juez civil 0 ante el penal”. 

Disponibilidad de la acción cicil en el procedimiento cwrr~útl.- 
Mantienese en el procedimiento común la disponibilidad de I:t 
acción civil por el titular perjudicado durante su total trami- 
tación, aunque adopta una forma negativa, ya que la acción civil 
debe ser entablada por el Ministerio Fiscal conjuntamente con la 
penal, haya o no en el proceso acusador particular (art. lOS ley 
Enjuiciamiento ci\-il), a no ser que el ofendido renunciase t’sfwe- 
samente a su dcwcho de restitución o se reservare ~11 cjewicio 

para ante el Tribnnal civil (ley Enjuiciamiento criminal, arts. 105, 
111 al ll?‘), en cuyos supu&.os el perjudicado podrá impedir tal 
ejercicio acumulado de acciones por el Ministerio Fiscal. Pero 
es imposible iniciar la vía civil antes de la terminacisn de la wu- 
88 ‘(arts. ll y 114) o proceder aisladamente en vía penal para el 
ejercicio de tal acción civil. 

Ha de alarmarse, pues, con PRIPYIW Caslwo, que en la legisla- 
ción española esthn legitimados activamente el -Ministerio Públi- 
co, que la ejewita junto con la #penal, pero qr6e no es rn6.8 que 1111 
repraaentnnte del perjudicado, por lo que, si este ejercita su dere- 
eho a la renuncia o reserva, aquC1 ha de limitarae al ejercicio de 
la acción penal. 

Como legitimados pativamente (responsables civiles) señala 
PRIETO a los nsponsables del delito en los distintos grados de par- 
ticipación. 

Por consiguiente, mantiene en la ley P. y Pr. Co. el títular 
perjudicado la disponi~hilidsd de su acción, aunque puede darse el 
caso de que sin su aquiescencia, ni conocimiento, y aun desconoci- 
do tal titular, pueda p deba el Ministerio Fiscal ejercitar nna 
acciõn reparatoria. 

Al criticar el carkter negativo de tal disponibilidad de la ac- 
ción por el perjudicado, propone 8ILVA MALLERO, como criterios 
mks aeertadw, los de las legislaciones alemanas e italianas, cuyas 
caracterlsticas esenciales. según el expreaado tratadista, son las 
eiguientes : 

8olucih alemana.- “Los casos de indemnización estau concre- 
tadoa, desde el punto de vista penal. en la BILEIRP, reparacibn en 
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metklico a que la víctima tiene derecho en los casos expresados 
en la ley, pero el Kstado no puede disponer a través del Monis; 
terio Público de la pertinencia o no de esta indemnización, siendo 
wukpensable petición concreta del ofendido. La Ley alemana prev6 
la adhesión de éste :l la qnercll;~ l)Í~blicn como actor, en forma de 
intervención adhesiva”. 

Soluoión ibaIinna.--“Tambi8n impone, necesariamente, que el 
particular agraviado pida la condena a la reparación o resarci- 
miento de los daños irrogados. En una palabra, como dice MASZISI, 
el tratamiento procesal, unido 0 separado de la acción penal y 
de la acción civil reparatoria correlativa, se hace normalmente 
depender de una manifestación de voluntad del titular de la pre- 
tensión civil derivada del delito. T este autor cali,fica el sistema 
anterior, que se aproximaba bastante al nuestro, de irracional s 
absurdo, que sólo podía justificarse por la idea equivocada de ver 
en el resarcimiento del daño una sanción l>enal, y que corresponde 
a conceptos jurídicos hace tiempo superados”. 

C) L-4 l~E:s1’0SsABlLIl~~\I~ CI\.IL ES EL CODIGO 
DE JUSTICIA MILITAR 

Con lo expuwto, hemos sri~alado la verdadera naturaleza de 
la responsabilidad civil y su tratamiento en la legislación penal 
común española, pero .como ello no constituye el fin de nueotro 
estudio, que se dirige de manera concreta a la exposición y crlti- 
ca de la responsabilidad civil, segi~n la normativa del Código de 
Justicia Militar, pasamos a expreear las consideraciones que en 
el examen de éste nos ha sugerido, en los siguientes apartados: 

Tienen tal car4cter al efecto propu&o, los siguientes: 
1.0 El art. !N!Z, copia literal del 19 del código penal común, 

en cuanto dispone que toda persona refpcmsable criminalmente 
de nn delito o falta lo es también civilmente. 

2.” El art. 203, Aegún el cual “la exención de responsabilidad 
criminal prescrita en los núms. l.*, Z.“, 3.‘, 7.” y 10 del art. lS5, 
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no conlyrende lo de la reeprsabilidad civil, lo cual 8e deckra~ 
en *IU CQRO por- el Tribunal. 

Tal texto coincide literalmente con el pkrafo 1.” del art. 20 
del C. 1’. 0.. siu otras tliferencias que haber agregado el últ.imn 

inciso: y la tk wferirse Me i\ w art. S.” en el que entablece lea 

circunstancias c~simentw. loro con cAsact;I cwrrqwndw~cia en cnan- 
to a íodas y c*atl;~ unió de las que w consideran. 

3.” I:l ,rrt 4X del (‘ I . I. de .1. 51. eli cnanto prescribe que 
lou procrvlit~rierr fon nriliturrr RP iniciarán de oficio o en cirtud d? 

prrtv » dcnur~~Gr, » (1 inatancin del k’i.waJ bwídico Militar. Bn 

niapín fmto RP udmit4rá IU rrcr-ih~ prit-ada. S el 13 en cuanto es- 

tablece que en los delitos de riolirïiím. rapto y abusos deshonestos 
de que w1107~3 la jurisdicción militar. sólo procedetin los Trihn- 
nxles a virtud de denuncia de la mujer agraviada o de sus padrea 
o reprcnentanten legales 7 en defecto de cualquiera de ellos. del 
Fiscal correspondiente” , pwo sin alunión alpna ni especialidad 
4~spvw en ~~I~illltO pudiera referirse u la responsabilidad 0 acción 
civil (111~ se tleriw tlr talen delitos. ni a otra intervención por la 
parte uyravi;ctl;~ que la tle prwwtarión de tal denuncia. 

4.’ Con refenlncia al Ministerio Fiscalt ni en el Tratado T. en 
sus nrts. 144 :11 l-I!+. ni en el TIT PII 10% artn. 491 al i!M, se hace 
especial alilsicSn a sus farultaclc. c: en rr~lación con la responsabi- 
lidad civil y acrií>n que de clla se derive. que la que pudiera re- 
Hultar de atribuir a dicho Jfinisterio Fiwal In misìi6n de pedir la 
aplicación de las leyes. mientras. por el contrario. sí se nfirma 
corrwponderle cl ejercicio de la acciím pbhlka finte los Conejos 

de Guerra. 
5.’ En el Tratarlo T del CMigo de Justicia Militar. al referir- 

se los arts. 1XI y sipn. A Ion órganoa que intervienen en las rau8a.q 
se trata (1~1 defenwor. raro sí110 coi1 referencia u1 procenado. y 
otro tanto sucede cuando al referirse a los deberes y atribucio- 
nes del defensor, se insertan los arta. 4& y 405 en el Tratado III. 

6.’ Dispone el art. n9 el UohrC8eimientO definitivo de .laa cau- 

sas cuando el hecho perseguido “no constituya delito” (núm. 2.0), 
“enando el procesado aparezca exento de responsabilidad criminal 
o se hayan desvanecido por completo los indicios que hubiera 

dado motivo a proceder contra 61” (núm. 3.“). y el art. 723 el 
eobrc8eimiento 1~oci~ktrul cuando no resulte debidamente compro. 
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hada la Iwrlwtraciím tIel delito lwr.seguido (núm. 1.“) o cuando 
ap;lrtwa vii el sumario haberse cometido un delito, pero no haya 
niotivoh ruticientes piiru iwusur de él ti tletermin;lda persona (nú- 
N<‘PO 2.” 1. 

Siendo de teuer en cueut;ì tlue en relación con toclo sobwwi- 

wie>lto, tii#poue el art. 724; cómo. decretado por utIué1, “8e mun4Zurá 
archivar la causa r pieza tle convicción que uo tenga dueño conocido 

y cu!-ik wn.wrvrit~itÍn no svii imposible o inconveniente” ; y cIue “108 
tlue tengan tlucio conocido twntinuarbn reteuidos ai hubiew pen- 
diente ret~lamaciím de 1tww;t lx~sona”, pero ‘btle no hacerse cons- 
tar en 1.1 tí’rmiuo de seis mwes cIue la ;tccióu civil se ha entablado... 
tales piezux de con\-iwión se eut regarCl <I UU tl~ccri.o, reputdndow 
por tal al que las poseyese al ser ocupatlas”. 

í.” Pasadas las causas a plenario el Mi~iatc~io Piec«l formu- 
lar& su ewrito de cowl~~iot~es pockiotrabx, de 1u.s que la núme- 
ro fi ha de referirse a **las responsabilidades civiles procetlentcrs”, 
citundo Ias disposiciones leg~len aplicabIes (;Lrt. 72, núm. 6.” y 
Ikwtfo último) F en cl two de 1i:~berse practicittlo pruebn tw el 
plenario! rec¡lCdu Ix causa pnr:~ formuIar su escrito de ;wuxarión 
(759, 11úm. L”j, en él SC’ wfrrir;i i1 las “re~;iponsabilidatlt.s civiles 
wntraid;~s por los mismos”. (Se refiere a los procesados.) 

El defensor 0 defensores, por su parte, al redactar los twri- 
toa de couclusioiws I~rwision:iIts 0 tlv defensa hilbrán de :Itvptiir 0 
impugnar, bajo números correlativos. las manifestaciones del Mi- 
nisterio Fiscal sobre 13 ~~esI’o~is:~l>ilitl~tl civil de sn defendido o 
defendidos (urls. 734 y 761. pArrafo 1.“). 

<so El art. 790 al dictar normas para la redacciím tle Iu 8en- 
tencia. bajo su núm. 4.” impone In referencia a la responsabilidad 
civil, tanto en el cuerpo romo en el fallo de la misma, cuando 
sea exigible. 

9.’ Por filtimo! el art. ‘711 conforme al cual: “la respmsabi- 
Iitlud civil que resulte rontra terceras personas deberl esipirae 
aute Ion Tribunales comunes a iustnncia de los intewsados”. 
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La contestación afirmativa se impone en el aspecto sustantivo, 
a la vista de los arts. ZO?, conforme al cual el responsable crimi- 
nalmente de un delito o falta lo es tambikn civilmente; W.3, que 
impone su declaración ann estimada la exención de responsabili- 
dad criminal en los casos que seííala, v 204, que determina el con- 
tenido de esta responsabilidad; 3’ en el aspecto procesal a La de 
los arts. 729, núm. 6.” y 759, núm. U.“, que imponen al Ministerio 
Pascal referirse en sus escritos de conclusiones y acusación, en su 
caso, a las responsabilidades civiles contraídas; los 73-I y 761, pB- 
rrafo l.“, q ue se reflercn a los escritos de conclusiones provisiona- 
les y de defensa por quien ostentó las de los procesados, y, por 
último, el 790 que al dictar normas a las que ha de ajustarse la 

redacción de la sentencia, impone la referencia cn los Consideran- 
dos a la “responsabilidad civil9 con cita expresa de las disposi- 
ciones aplicables” y su imposicibn en el fallo cuando sea exigible. 

Queda, pues, perfectamente claro, vistos 10s preceptos que se 
citan, que tanto en el ordeu sustantivo como en el procesal, el 
Código de Justicia Militar impone la referencia F condena a las 
responsabilidades civiles Brocedentes. Cual sea la extensión de ésta 
es wííalada claramente en el art. 201 y las personas a que deba 
.afwtnr ha declaración de tal género de responsabilidad se conxi- 
derarA en ulteriores apartados. 

AsI parece no sí>10 autorizarlo, sino imponerlo, el art. 33 
del C. de J. 31., conforme al Cnal “la mencidn de la responsabili- 
dad criminal prescrita en los núms. Lo, 2.0t 3.0, 7.” y 10 del art. 3SO 
no comprende Za rie 14 responeabilkla<Z cid, la CURI se declnrarcí 
PA RII C(UIO por el Tribrcnal. 

Por la afirmativa se inClina QDEROL, quien tras seiíalar la ab- 
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soluta identidad de tal articulo con el párrafo 1.” del artículo ‘0 
del C. P. 0. y calificar de justas y equitativas las prescripciones 
de Cste sólo advierte dificultades en cuanto al modo de proceder 
los Tribunales militares al aplicarlo, porque el castrense carece 
de las normas complementarias que el C. P. 0. inserta en el mis- 
mo art. 30, bajo los números 1.” a X0, expresando en quien ha 
de hacerse efectiva la responsabilidad civil según sea la causa de 
exención apreciada. 

Opina tal autor, que en las reglas del art. 20 y en los arts. 21 
y 23 deberán también inspirarse los Tribunales militares, dedu- 
ciendo su afirmación en la misma exlposiciím de motivos, al aludir 
a io establecido en el art. 206, explicando que no quiere decirse 
que la responsabilidad subsidiaria del Estado que se instaura sea 
general y preceptiva, como sucede con las originadas para loa 
amos, empresarios u otros organismos privados, por los actos pu- 
nibles de sus criados y servidores. Aún creemos que pudo el auto]* 
reforzar su argumento con IR cita del art. 2.57 del C. de J. N. qw 
ordena, cuando de delitos comunes se trate, que ser8 en general 
el supuesto de resln)nsal~ilidadcs civiles, la aplicación de I:LY nor- 
mas del C. P. 0. 

Puede que a tal solución conduzca el examen aislado del ar- 
título 203, pro, a nuestro modo de ver, su interpretación cientí- 
fica y sistem&tica, a la vez, conduce a la de que tal precepto no 
puede jamás ser aplicado. 

Opinamos que el Tribunal militar no ha de tener ocasión al- 
guna de aplicar el art. 203: 

A 208 procesado8 eaentos.-Por oponer* el precepto imperati- 
vo y terminante del art. í90, párrafo último, según el cual “Ia 
absolución se entender8 libre y sin rstricción alguna para toda 
clase de efectos”, principio que implica una garantia para 10~ 
justiciablea a que el ‘I’ribunal no podr8 menos de atenerse r que 

representa, además, una norma de competencia desarrollada en 
el art. 793, sean el cual “si el Consejo estimase que los hechoo 
perseguidos no son constitutivos de delito y si de falta grave o le- 
ve, absolwti al procesado”, con lo cual le niega competencia in- 
cluso dentro de la propia esfera penal, criando las faltas no tengan 
carkter incidental. Criterio mucho m8s jnstiflcudo cuando cle 
responsabilidad civil se trata, por aplicación, incluso directa, de 
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la regia 5.’ del ;trt. FW, qy’tn IR cual el fallo ha de contener la 
condena o nhnoluciótt del delito principal y dtA los twnesos, pero 
sólo ett f.1 prirttt~t* citw tle ~ondwtn poi* (Ir1 ito. poflriitt pranunciar- 

se sobre la renl>otts:tltilic\:ttl viril. cuuntlo stvt esipible. 

l’or lnnt 0, el fit4lo nl~xolntorio 110 puede contener declaración 
de t~c~x~~ottsit\~ilitI:ltl civil 1bitr;1 el itlwwlto, ~botytw rl ityt. Í!W\ niega 
contpt~tettviir :tl Tt*ibttt~aI ptrit dwl;~r:~rla. ((‘otttpetettt4:t wrwndum. 
ccf~tit~i~r~ liti.v.1 

A Ion PIO ~~~~~~~~~x~~~I«R.-TIIIIIIH)co pdt’í\ rl Trihttttal condettnr ci- 
vilntettttb. Ib:trR itplif*;tr taI :tt.l . WI. a-4 pt~sot~as ti0 ptwcesitdiix, sean 

0 ti0 di* 1:1rc f~omptwtditltts thtt las reglas 1.’ y 3.’ del art. 3 0 ett 1054 

Ztl’iíUllf)!d 21 y 22 tlel (‘. 1’. 0. potqttc lo ptwhibe de tttattera termi- 

nante el inciso primero del art. W! del C. de .T. 11.: ranforme al 
cual ‘bttunpwo podrtí tll Coitwjo ptt las xrittettvius hawr ponun- 
f*i&ntirttto itlpttiw tvspecto de quien no esl ti\-ierf, prorrsnf~0 en la 

CtllIR(L”. 

Htietta prueba de lo qttr venimos osptitiendo es flw ett rela- 
ciGn (WI 111 legislwiótt ortlittaria y recttrso de casación interpuesi- 
to por tttttt condena (dettuttciattdt~ infracción del párrttfo l.O, re- 
gla 1: y pAw;1fa 2.’ del urt. 20 fkl C. 1’. 0.). por tvttettder que 
IR indemniswiótt nrordntlu deheriu ser satisfecha proporcionalmen- 
te entre In recurrenit~ y IIIR dos menores partícipes flei hurto, fu6 
desestimntlo poo” el Trilninitl Stt~wettto. en netrtc~ttcia de 3 fle julio 
de 1,917, COII b:tw en 10 dnctritta de que “nutt cua~ntlo el art. 20 
del CfGipo pttttl establece lns t-tyhx. WII nujeciún 8 1rtR cuales 
se liwr c~fertivtt 1:1 rtwpottsnl~ilitl;~fl civil dr tlett~rminados CRsoS! 
en los que prwefle I2t exención de lit criminal3 no es meno8 cierto 
qur. ri no formular ei fd¡o tvcttrric~o afirmnción alguna de delucho 
que afecte R otrnn determinttdns distintas de IR recurrente, bien 
etatnhleritwdo su rwponsa\>ilidr\t\ pwt;tl. yt reconociendo RU exen- 

rión. y cl hnlfurst la8 mimm cr1tnrntr.q tun t» rlr lnx rmclwioñes 

de la acuttu&h cwt~ttt~ dp lon consiguientes acuerdos de la alndida 
nentettria en 11 todtts lurex itttyrocedetttc la casación pre~ettdida”. 

E:J decir. que rento no fueron acusadas ni condenadas talee 
menorw l~ttnlmf~nte, ern 81 todas Inws imposible su cottfienn civil 
F. en cwt.st4wcttt*iat. IH iaplic*itc*ií)tt tlel rtrt. ‘IU. 

~ttex Ibien: esn itnpch~il~ilitl~d w da siempre fan el proce mi- 
litar rn cwttrto ;t 10s no ptwrtwtdos. y lo mismo conforme 131 Chdigo 
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de Justicia Militar derogadlo que al actua1: Ku aquél conforme :tl 
artículo .X1 y en este conforme al 711, amboe de contenido id&- 
tico, ae@ítt los cuales “la responsabilitlatl civil que resulte contra 
terceras personas deberá. exigirse ante los Tribunales contunes a 
instancia de los interesados”. 

Haciendo aplicación del art. S%l en relación wn el 2L(t clrl C6- 
digo dr ajusticia Militar de 18(A)! el Consejo 8uptwno de Guernt 
y Marina, por su sentencia de 19 de mayo de JSN, srtttít la WI’- 
dadera doctrinn. al twocar la de un Trihnnal inferior. que con- 
deno al padre de nn mcnnr de edad, wntenciatlo por robo, a in- 
demnizar un Jwrjnicio connado por Me! puesto que no signiéndosr 
el procetlitniento cot~ttx el Jntdre no ltsbifndolc oído en In causn, 
no habla términos habiles para tal condena. 

Estimamos. conforme a los preceptos coment:~tlnx. qrw ~1 AP- 
tículn 2Mt del C. tl~ .J. M. ni dc suyo, ni en relaci~tt WII los cn- 
muttes que cita QCtXtOI.. puedu ser objeto de aplicación, que es, 
por tanto, innfwsririo y no cumltlc fitt:tlitl;nl itl~utta dentro de In 
sistemática qnc lo cnntprende. 

A Iii resJtuesta ;tfirnt;ttiv;t wttdnrett lnx arts. 7% nfim. fi.“. 7X-4 
7% nhm. .5.‘. 761 y 790,. tlfim. Ao, que nlwdrn n tt-fitnirrs.* telacio- 
nadrtn con la respotinnhilitlatl civil y dwlrir;tcibtt tlv IiI misma en 
la sen tencin que reca ipa. 

So ntrírtante, PH de señdar qw, ;I pexnr de que faI daño que con 
tal J$%tcro de reapottsabilidaclrn xe trata de reparar en de car;ícter 
emittetttemente privado. en el C. de .J. M. s/,J« RP oflrnitc JW pre- 
tensifh elf rl prfmflirnirflto por cl MlinCRtfv-i» F%cnl. 

Mientras en el proceso pcttal común 13 flgutvi del perjttdicado 
por sí, por Rus repreaentantea 0 herederos. goza de plena peraotta- 
lidad, en cuanto le viene atrihuída la calidad de actor civil, ver- 
dadera y propia parte del proceso, en el militar, uo ottstatttc po- 
der 1 deber exigirse tal reaponnabilidad, no existe oportutrirhtd al- 
guna de tal intervettción calificada del perjttdicatlo, Juwa actuar 
aJaJadamente au derecho, ni acnmnlarlo a la acción petntl, ni me 
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diante una intervención adhesiva al procedimiento iniciado de ofi- 
cio o a instancia del Ministerio Fiscal. 

Parece como si el C. de J. .\f., en su art. X2 y concordantes. 
hubiera querido implicar la afirmación de que todas las conse- 
cuencius del delito, tanto crivzinales como civiler, trnscienden al 
o,de?c piòlico 9 que, por tanto, al Ministerio Fiscal corresponde 
(~1 ejercicio de toda pretensiím reparadora que del delito derive; 
lo que podría corroborarse, ademAs, ponlue en ninguna norma se 
prescribe, señala o alude a la menor posibilidad para sustraer el 
perjudicado la responsabilidad civil al ejercicio proces;ll por el 
Ministerio Fiscal, a la investigación en el proceso, ni al pronuncia- 
miento en la sentencia. 

Sin cmbaxcgo, no podemos creer que ese sea el espíritu del Có- 
digo castrense, creemos, sí, que ha pretendido alcanzar una total 

función reparadora y para ello ha atribuído al Fiecal una especie 
dc rrprescntación legal de loe interesados del perjudicado; sin 
tlurse cmnfa, q&d,p, de que esa rcprescntaciún legal tú.cita debh 
trdornarst: ezyresat)leAf! ron cicrfoa limitr.9. qur 110 la hiciera ne- 
cesaria contra la voluntad del real 0 presunto ~elwewntndo, que 
wndría. R sufrir por imperio de ia ley una! al menos teórico, agra- 
wcibn del d~rño qne le fué causado por el delito. 

I'OY io vspuedo. estimamos que el C. de J. JI. merecería seve- 

ras críticas si hubiera arrebatado totalmente al perjudicado la 
disponibilidad de la acción civil, que la legislación común, tildada 
corno defiriclkte por la doctrina, concede al que sufrió el daño, seve- 
Jidad ineludible de no hallar fíwmula interpretativa que permita 
al perjudicado sustraer la decisión de su interés partirular SI un 
l~roccdimiento en que se le priva de toda actuaci6n calificada, 
de parte. 

Cretmos poder afirmar? que si bien cl Ministerio Fiscal puede 
y debe en el proceso militar actuar sobre la responsabilidad civil, 
Alo se entiende a no ser qw conste la Yoluntad en contrario 
del perjudicado, quien, a tal efecto, conserva la dkposición de 
“su acción” que pnede efectuar mediante la renuncia o 1~ reserva 
r ulterior ejercicio, si uf4 lo estima oportuno, ante el !Rihunal 
civil correspondiente. 

Tnl problema no existía en el C. de .J. M. derogado. cuyo ar- 
tlculo 219’ RI prescribir qae “toda persona responsable criminal- 
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mente de un delito lo e8 tamhih civilmente. con aujcnón « lo8 
prccepton del c. Z’. 0.“’ hacía entender que! naturalmente. aùmi- 
tía tanto la renimciil con10 Ia reserva. 

Que la renuncia n la rraponsahilidad civil es legítima y eficaz 
c’n ~1 prowso militar, se deduce claramente del art. 3.51. al dis- 
poner que t;lI rrsponsabilidad “se extinguirá del mismo modo que 
Ia;; tlcmiís ol~ligac~ioncs con sujeción a las reglas del Código civil”. 

Dentro de la paJabra wrrr~wicl y como causa de IR misma pue- 
tIe coniprcndiwc~ todas las formas de pago. condenación. nova- 
CiCn, etc.! cuyo desarrollo no en de interés :r nuestro propósito. 

AUI~C~II~~ nhs dis<util)le qw (11 de la renunciar es a nuestro modo 
de ver. ;I [K’S;lr de que la pr6ctica profesional no nos 1Iil’tl revela- 

do ningÍrn (YISO (III C~IIC* se ~~f~~ctu;IriI. que no pnede mcnox de ad- 
mitir.* Ia po~il~ilid;id de la rwwa de acciones civiles. 

ICI Ctitligo cas1 renw no se retierr a este proMema. pero t3 para 
nostros indixcwtible qiw una intwpretaciím correcta del mismo, 
conduce n Ja adnlisión que sostenemos: La IlatlIralezil y origen 
meramente Jwivatlop de la reJn~rución civil antes expuesta, avalada 
con el crikrio de eminentes juristas estranjeros y nacionales: la 
inexistencia en ~1 C. de d. AI. de precepto que la prohiba expre- 
samente: ~1 :irt. 24 que .wfíala como modos de extinrión loa de 
1~ obligaciones civiles con lo que admite la renuncia; el principio 
Lie que quien puede lo m& puede lo menos y la aplicación BU- 
pletoria de la legislación común admitida; la disposiciím por el 
titular de SUS derechos en tanto no sean legal o contractualmente 
limitados; son todos argumento8 favorablea al punto de vista que 
defendemos y concluyentes, con carácter general, ya que debe uoe- 
tenerse que nos encontramos en prewncia de una laguna legal para 
la que no exi& otro remedio que el que de consuno aconseja la 
4JognAtica y sistemática expuestas. 

Pero ea más ; por lo que a los delitos comunes se refiere, toda 
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.hé establecida por el art. 206 del primitivo texto del Código de 
Justicia Militar unimficado, modificado en l!M y completado con 
la nueva redacción dadu al art. 1.062. 

b sustancial de tal reforma consistíí> en atribuir la facultad 
de acordar o RO la resI>onwbilidad suhsidiarin, de acuerdo con 
lab: condiciones exigidas, al Consejo Supremo de Justicia Militar 
y fijar el procedimiento al efecto. 

SubPiete, pues, en todo NI vnlor>r? la jnntititirwiim del precepto 
clue contiene In empwición de motivos del primitivo texto y cuyo 

contenido, que por su interbn tranwrihirnos. (9 el siguiente: 

“En orden a la rmponr;nt~ilidatl civil w intwduw 1~1 innovn- 
ción de poder hacer recaer aqu6lla eohre la Administmción del 
Estado, en sus Ejércitos de Tierra, Mar F Aire,. cuando agentes o 
pecinal de IOR mkrnos a qnimm hubiere do impnc*ta por de- 
litos o faltas cometidos con wa.uií>n de wrvirins reRlamentarioR, 
resultaren insolventes. So de oculta la traõrfwdrncia de aem~e,ifM- 

te novedad. que incluso viene 8 serlo en la legislación espsfíola; 
pero la consideración justa de ca~<>s de manib&o de8ampnro y 
aun de penuria sin recurw alguno, en que a veces quedan IOR pr- 

jndicados por a<luellas culpabilidades contraídan en dewmpefio de 
mieibn diqmeata por dirhon EjbrcitoR en wn provwhn. lleva a po- 



Ikl tf.xtO tltkl illd í~lll0 fllle coJJlelltillllOs v de I;ls I~efel’eJ~l’iHs que 
al mismo liiwt~ Iii eslnmicih tIe motivos. se 11t~111itwi dt* manera 
prt~c‘isa ciertas graves tlitiwltnlks que lia de origiilitr wli q~licacií~ii. 

Mefirltmox I~~illit~r;lniriitt~ que. como se lia expuesto en alguna 
otxsión, los requisitos twyl twntwrrencia se requiere para la apli- 
cacih del pwcqto son: 1.’ Que el cwIp:ll~le 0 culI~i~l~les Iwrteiiea- 
cali a uno de los ISjércitos. 2.” Qur los 11eths realizatlos facrnn 
<~OJJWtitlOS en ocasión de ejecutar 1111 act 0 dc swricio rrgli~men- 
lariamente ortleiiatlo. 3.” Que se acwtlite Iii insolvencia del culpa- 
hlc,; y 1.” Que 1:~ derlnr:h5n de reslH~us:ibilitltrtl sulrsiili;lri;l del 
liMado w estime jusla por el Trilmuul o .kutoritlad judicial c(ue 
conozca del procctliniiento. 

80n not:in rlue conviene agregar a los tiiws que uos lnwl~ont~mos: 
1.’ Que In ~le~l;lracit’m de renl~~ns;~l~ilitlatl sul,silli;lria tlel Ejército 
puede afectar ej& todo 0 O~I purtv ff /fb cir imprtc*tfr. 2.’ Qnta tal 
declaraci6n eft tw totlo wso ùistwrionrl ; J 3.’ “So procede recur- 
so alRimo twntw l:lles rtw~lurio~ws ~list~rt~t~io~~;~lt~s”. 

LAR tliticultadm que :I nuestro jiiiGo puede lwewntar el re- 
petido art. !!! Ron las niguientes: 

1: En cuanto a Ia competencia y nntrrrnlrzu dr In rrqwnnn- 
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bilidwL civil subuidia&z clel Ejército.--El Tribunal o Autoridad 
judicial sólo pueden manifestar su criterio sobre la justicia 0 per- 
tinencia de tal declaracion, que de acuerdo con el art. 1.062 del 
Chligo de Justicia Xilitar dará lugar a la tramitación de una 
pieza separada, encabezada con testimonio de Particulares perti- 
neutes, que remitida al Ministerio militar correspondirnte y emi- 
tido su informe sera cursada al Consejo Syremo de Justicia Mi- 
litar, quien previo dictamen del Fiscal Togado dictará auto acor- 
dando la responsabilidad o irresponsabilidad. 

Es, pues, evidente que la competencia decisoria no vicwe atri- 
huída a los organismos que resuelven cn materia penal lo que, 
unido a la discrecionalidad de tal acuerdo resolutorio, uos con- 
tluce a admitir que se ha creado un expediente que no es real- 
mente jurisdiccional, que no w retiere a propia responsabilidad 
civil derivada del delito, ya que, en todo caso, la resolución que 
se dicte no ha de ser una comsecuencia jurídica o efecto del hecho 
deiictivo, sino un acuerdo en propia ría administrativa no reglada, 
con competenria estraordinariamrnte atribuida al Consejo Su 
premo de Justicia Militar. 

o ’ En czcnnto a 8u eficacia.-Como “contra la resoluciún del -. 
(!ou.wjo SuPremo de Justicia Militar no se dar,:1 recurso de nin- 
giu género”~ conforme al art. l.Ot;-, debiera haberse determinado 
tk manera clara ccuAl habrá de ser la eficacia de tales acuerdos, 
porque pudiera entenderse, aunque a nuestro parecer equivocada- 
mente, que la rcsoluciún dictada por este tramite agota e.1 derecho 
:t toda pretensiún del perjudicado contra el Ministerio militar 
correspondiente, ya que cualquiera que Bsta fuese implicaría el 
fondo de aqufNa, por referirse ambas a la reparación del mismo 
d:1ñ0. 

En nuestro seutir, el precepto del art. 1.062 ha de interpn’tarse 
cou ciertos reparos y límites, pues siendo bastante la conducta 
pasiva del perjudicado para que el Tribunal, Autoridad judicial 
Xnisterio y Consejo Supremo, sin su intenención, s hasta siu 
w conocimiento, tramiten Ia Pieza separada de responsabilidad ci- 
vi: subsidiaria, que no necesita de actos propios, de sumisión, ni 
de pretensiún alguna del dañado, para que el acuerdo se produz- 
ca, esta como res intcr alks acta es para 61 indiferente 9, Por eon- 
eiguiente, no puede perjudicar a 811 derecho de alcanzar una com. 
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plcta indemnización en vía administrativa o civil, que podra w- 
sultar procedente en determinados casos. Piénsese en el art. 32 de 
Ia ley de R4gimen jurídico de 20-7-37. 

Deberá advertirse que de no resultar totalmente reparadora 
deberán cuidar los benefIciados de no recibir, o recibir condiciona- 
damente, la indemnización acordada para que no perjudique al de- 
recho que a la total reparación pudieran atribuirle normas de 
carácter civil o administrativas. 

Las dificultades expuestas no nos llevan a una crítica negativa 
dei precepto. que significo un paso, aunque prudente, a una meta 
de indiscutible justicia. Se ha pensado en ca8os extraordinaria- 
mente acusados en que la justicia, la equidad y aun los sentimien- 
tos humanos exigían una rápida reparación que la ley en general 
no concedía expresamente, y si tampoco la negaba irrevocablemen- 
te, la dificultaba. Se ha pensado al mismo tiempo en el peligro 
que supondría la admisión de plano de la responsabilidad civil 
subsidiaria del Est:ldo. concretamente sus Ejércitos, aun dentro de 
las condiciones que el art. 206 exige, y se ha atribuido las facul- 
tades decisorias (;.repuladoras?) a un organismo central que vele 
por la igu;lld;ctl eu la resolución de los caso8: con miras, tal vez? 
ti nuevos progt’esos si la realidad de Ia Vidil practica los consienten. 

Las dificultades que hemos sthU¿llildO, no serían, quizfis? sino 
muestras de un LvJuililwio entre lo deseable y lo posible. 

COMPARACI~X IGL SISTC.~ SEC;I’II)O IWI~ EL C. IJE J. 31. VIGESTE 

('OS IX, I)E SUS I'I:F~!EDITXl'W I~ERWA~OS 

El C. de J. M. vYgente no partici,pa del sistema seguido por 
su antecesor de INO, sino que sigue el establecido por el de la 
Marina de Guerra en su libro 1. título 111 capitulo único, articu- 
los 27 al 30, p 811s compIementarioR ll de Ia Orgánica p 24Z p 255 
de Enjuiciamiento. 

El C. de J. II. de lS! f+e limitaba a señalar la existencia, 
extensión, exigencia y extinción de la responsabilidad civil coufor- 
me al C. P. 0. (arts. 219 y Y21), y atribuída expresamente su de- 
cJa.ración contra personas no sometidas al procedimiento criminal 
militar a la jurisdicción ordinaria. 

El Codigo vigente transcribe los preceptos comprendidos en los 
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artículos “7 _ > 2S y 20 del de 1iL Uarh, ell los Supon SW, 2M v 3K 

y ,30 esenciulmente, en su ‘711; referentes todos eltos a quicnen 
son re8ponwl~les civiles ex delito, carácter con que lo Ron T exten- 
nión de la 1*e~ponsabilidud. Hiendo de notar que todos ellos coin- 
ciden con lo dispuwto en 10~ arts. 19. 101, IO-, 10::Y lW, 106 
y 105 del C. P. O., del que fon a menera de rwumen: y que si bien 
el C. de J. 3f. agrega, con relarión al de .la Marina el inopernnte 
artlcuio ~303 el mismo no es sino parte del 20 del C. 1’. 0. 

Pues bien; tan aplicables son en el prowdimiento militar los 
precepto8 que w han tomado del (:. 1’. 0. romo aquellos otros, 105 
y 108 que no se tomaron, y aun Ri ,RP wtimaru 4If itlg~ín motlo ;Ipli- 
cable oi 203 de aquél, serk necesario, como QIXIWI, postula, en- 

tender aplicable la totalidad del Z4 p los 21 y 3 del C. 1’. 0. 
Fdtimamos, por tanto, que la diferencia w más aparente qne 

real, y que de haberw mantenido el criterio del C. de .J. M. de 
l.SW la Rituación legal actual wría exactamente la misma. xalwn- 
do, claro e&t, el precepto contenido en el art. Y& wlativo R la 
responsabilidad civil subsidiaria del Estado, que MI especial y finito 
en nuestra legislación penal histórica r actual. 

S&tentae a seguir.-Ello nos conduce a considerar cutil será 
la normativa mAR adecunda al C. de J. 31. sobre la rwpnnsnhili- 
dad civil. 

Tres Aterna podrían señalarw : 

1. El de completa remisión ;t la Ley cornúu. 
3.’ El de regular todo lo referente a la institución, prescin- 

diendo absolutamente de lo que lu Ley pwwl común disponga; y 
-3” . . El mixto, con remisibn 8 Ia Ley cnmtín en lo general! dic- 

tando aquellas reglas wpeciales que se estimen newsarian. 
El primer sistema fu6 seguido por el Codigo de M!W, según 

se dej6 expuesto, pues la única di,sposición que no acusaba remi- 
sión, 44 art. 220, pkrrafo Z.‘, relativa a la posible exigencia de 
la responsabilidad civil contra individuos del Ejército, por actw 
u omisiones referentes al Aervicio militar y conforme a 108 ragln- 

mentoe no puede considerarse excepción propiamente dicha por tra- 
tarse de responsabilidad que mHs que civil ex delito, puede r debe 
calidkarse de administrativa r claro efi que exigible por tnímite 
administrativo. 

Los d6 la Marina y el vigente Riguen, segfin sn letra7 el segundo 
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La tenis que propugnamos no es consecuencia de una divaga- 
cii>n miis n mwozi te6rica !- corrwta. puesto que ha wl)nixtitlo, en 
nuest I’iI. lj:ltria tlurantc! m6s de ciwucnta aííos~ creemos que sin 
grantlcs 0l)stáculox y no entrndenios que pudieran sw mayores que 
los ori,ginados en la al~lirwiím tkl Código tic 1;1 Mavin:l, cuyo cri- 
terio ha prebxlecido. 

Tal sistema de remisiím es tambíh piwcintliwtlo tlr norma8 
coml>etexic,i:iles que 110 non de examinar. el seguido por los C(ldign4 
de dusticia Nilitar franceses x por 108 de Pi77, y Guerra italianos, 
dentro de los wales se rebana, inclusos 1lUPstril tesis ;itril~upndn 
toda competenri;~ para resolver t3nbre la re~l~on~ill~ilillatl civil deri- 
vada de delito sancionado por la juriwlirrión militar, ft Ia comfiu, 

con Ifi eswpcih íIZl¡Cil del arf. 30 del CAligo Militar de Guerra 
itnIi:lll() que* ntlmite cl ejercicio tle I:l ,arrGn civil nnte lon Tli- 
bun;~les de guerra Puando se trate de prorrdimientos por delitos 
que en ticampo de paz están sujetos n la jnrisdiwií>n ordinaria. 
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